ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 18 001 2018 00054 03
                                                                ACCIONANTE: LUIS GONZALO JARAMILLO OCAMPO VS. COLPENSIONES
ASUNTO: REVOCA – NO TUTELA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
       Sentencia  – 2ª instancia –6 de agosto de 2018

Proceso:    
       Acción de Tutela

Radicación Nro.           66001 31 18 001 2018 00054 03

Accionante:                  Luis Gonzalo Jaramillo Ocampo                                                        

Accionada:                   Colpensiones

Magistrado Ponente:   Jairo Ernesto Escobar Sanz

Temas: 


DERECHO DE PETICIÓN/ NORMATIVA/ TRÁMITE CORRECCIÓN HISTORIA LABORAL/ HUBO RESPUESTA DE FONDO PREVIA A LA INTERPOSICIÓN DE LA TUTELA/ INEXISTENCIA CONDUCTA ATENTATORIA DE DERECHOS FUNDAMENTALES/ REVOCA Y NO TUTELA
5.5.3 Por su parte, COLPENSIONES en el escrito de impugnación, demostró haber enviado al accionante la comunicación BZ2018_5009665_4989042 del 29 de mayo de 2018 en donde le indicaron que no se observaron registros de pagos de los ciclos 2011/06, 2011/07 y 2015/01 y lo conminaron  a que presentara los documentos pertinentes con el fin de proceder a la corrección de su historia laboral (Fl. 23), correspondencia que fue enviada a través de la guía de mensajería No. GA87021229102 en la que si bien es cierto aparece registrada con la dirección del accionante “CL 26 # 6-30 OF 905 ED BANCO GANADERO MEDELLIN –ANTIOQUIA”, también lo es que aparece a mano el siguiente escrito: “Cl 20  #  6-30 of 905” y recibida por “Natalia Andrade teléfono 3333301 Pereira- Risaralda” el 8 de junio de 2018 (Fl. 24).  Al respecto, la Auxiliar de Magistrado se comunicó al teléfono antes referido con la señora Natalia Andrade, quien contestó de la oficina “TUFUTURO” donde labora la doctora  Paula Andrea Escobar Sánchez, apoderada judicial del accionante, quien confirmó haber recibido la respuesta del señor Luis Gonzalo Escobar Sánchez, objeto de la presente demanda de amparo, pero que no recuerda la fecha exacta de recepción de dicho documento  (Fl. 4 del cuaderno de segunda instancia).

5.5.4. Así las cosas, esta Colegiatura considera que al accionante se le brindó una respuesta a su solicitud de corrección laboral, quien deberá allegar a COLPENSIONES los documentos tendientes a sustentar su requerimiento.  En tal virtud, debe precisarse que el ejercicio del derecho de petición no significa que el mismo lleve implícito una resolución favorable a lo demandado, sino que se entiende vulnerada tal prerrogativa cuando el peticionario no recibe una contestación a sus inquietudes en el término contemplado por la ley, tal como lo refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 

(…)

Por lo discurrido, esta Colegiatura concluye que el sub judice ni existió una actuación por parte de la entidad accionada de la cual se pueda predicar un comportamiento atentatorio a las garantías fundamentales del señor Luis Gonzalo Jaramillo, y por lo tanto, esta Sala revocará el fallo estudiado y en su lugar, no se negará el amparo invocado. 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de agosto de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.282 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa Judicial de la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES en contra del fallo proferido el 26 de junio de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, dentro de la acción de tutela instaurada por la apoderada judicial del señor LUIS GONZALO JARAMILLO OCAMPO en contra de ese fondo de pensiones, por considerar vulnerado el derecho fundamental de petición de su mandante.
2. ANTECEDENTES
2.1. El 3 de mayo de 2018 la apoderada del señor Luis Gonzalo Jaramillo Ocampo presentó un derecho de petición ante la Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES tendiente a que se realizara la corrección de la historia laboral correspondiente a los meses de junio y julio de 2011.  Sin embargo, dicha entidad no ha resuelto tal requerimiento dentro del término legal.

Por lo anterior, solicitó que se ampare el derecho de petición al señor Jaramillo Ocampo y en tal virtud, se ordene COLPENSIONES que resuelva de fondo la petición del 3 de mayo de 2018.

2.2. Anexó poder especial y copia de los siguientes documentos: i) poder, ii) formulario de peticiones de Colpensiones, iii) solicitud de corrección de historia laboral, iv) cédula de ciudadanía y v) formulario de solicitud de correcciones de historia laboral (Fls. 4-10). 
2.3. Mediante auto del 14 de junio de 2018 el juzgado de conocimiento avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo y ordenó dar traslado de la misma a la Presidencia, Vicepresidencia de Operaciones, Gerencia de la Administración de la Información, Dirección de Historia Laboral y Dirección de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES  (Fl. 12).
2.4.  COLPENSIONES no se pronunció frente a la acción de tutela.

3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 14 de junio de 2018,  el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de esta ciudad tuteló el derecho fundamental de petición al señor Luis Gonzalo Jaramillo Ocampo y como consecuencia de ello, ordenó a a la Presidencia, Vicepresidencia de Operaciones, Gerencia de la Administración de la Información, Dirección de Historia Laboral y Dirección de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES  que en el término de 5 (cinco) días hábiles contado a partir de la notificación del fallo, respondiera de fondo y de manera congruente la petición del accionante, la cual debía ser ajustada a lo dispuesto en los artículos 67 y 77 del Decreto 1437 de 2011, Código Contencioso Administrativo (Fls. 15-17) 
COLPENSIONES fue notificada del fallo anterior  mediante el oficio No.0917 del 27 de junio de 2018 (Fl. 18 frente), el cual fue enviado al correo electrónico notificacionestutelas@colpensiones.gov.co del 28 de junio de 2018 (Fl. 18  reverso).
4. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 04 de julio de 2018
, explicó que de acuerdo a lo indicado por el accionante, la Dirección de Historia Laboral verificó la base de datos de la entidad y halló que el ciclo 2002/05 solicitado como afiliado al régimen subsidiado, se encuentra correctamente en su historia laboral.  Por lo tanto, no se observó registro de pagos a su nombre como aportante independiente ni como afiliado al régimen subsidiado para los ciclos 2011/06,2011/07 y 2015/01.  De tal manera, que informó al accionante que si posee copia legible de los documentos probatorios con que se realizaron los pagos en pensión como soporte debe radicarlos en una solicitud de corrección de historia laboral.
Lo anterior, fue puesto en conocimiento del accionante mediante el comunicado BZ 2018_5009665_4989042 con fecha de oficio del 29 de mayo de 2018, entregada según la guía de mensajería GA87021229102.
Igualmente, indicó que verificados los aplicativos y bases de datos no se observó radicación de los documentos necesarios para el estudio de la prestación solicitada por el actor o por su empleador, por lo que exhortan que se allegue en la mayor brevedad posible aporte la copia legible de los documentos probatorios con que se realizaron los pagos en pensión, la que deberá ser enviada al correo electrónico institucional tramitesmedicinalaboral@colpensiones.gov.co y a su vez radicarla en cualquiera de los Puntos de Atención al Ciudadano PAC-COLPENSIONES como “determinación subsidio por incapacidad” de medicina laboral.
Solicitó conceder el recurso de impugnación, con el fin de que se declare la no obligación de la entidad a realizar la liquidación del cálculo actuarial del actor, teniendo en cuenta que este no ha allegado la documentación requerida (Fls. 20-22)
Adjuntó copia del oficio enviado al accionante y de la guía de mensajería (Fls. 23 y 24).

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

5.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación la decisión adoptada por el Juzgado 1º Penal del Circuito para adolescentes de Pereira, mediante la cual concede el amparo del derecho fundamental al derecho de petición del señor Luis Gonzalo Jaramillo Ocampo, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

5.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.3.2. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a estas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 
5.4.1. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 
“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
5.5.  DEL CASO EN CONCRETO

5.5.1. La apoderada judicial del señor Luis Gonzalo Jaramillo Ocampo acudió a la acción de tutela con el fin de que se le proteja su derecho fundamental de petición, el que consideró vulnerado por la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en atención a que esa entidad no había resuelto su solicitud de corrección de historia laboral radicada en esa entidad el 3 de mayo de 2018. 

5.5.2.  Dentro de las pruebas aportadas con el escrito de la demanda de tutela, se observa que efectivamente el 03 de mayo de 2018, el tutelante solicitó ante Colpensiones, que i) se realice la corrección de historia laboral correspondientes a los meses de junio y julio de 2011, toda vez que no fueron incluidos estos dos periodos” (Fl. 6), lo que significa que el señor Jaramillo Ocampo cumplió con la carga de la prueba de haber radicado un derecho de petición con el fin de que el juez de tutela pueda establecer  qué entidad demandada está obligada a responder.  Al respecto, la Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión Penal de Tutelas, en el radicado T-68441 del 15 de agosto de 2013 hizo mención a la jurisprudencia de la Corte Constitucional contenida en la Sentencia T-010 de 1998, en la que indicó sobre la carga de la prueba que le corresponde al interesado y a la autoridad destinataria del derecho de petición, así:

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”  (Subrayas nuestras)
5.5.3 Por su parte, COLPENSIONES en el escrito de impugnación, demostró haber enviado al accionante la comunicación BZ2018_5009665_4989042 del 29 de mayo de 2018 en donde le indicaron que no se observaron registros de pagos de los ciclos 2011/06, 2011/07 y 2015/01 y lo conminaron  a que presentara los documentos pertinentes con el fin de proceder a la corrección de su historia laboral (Fl. 23), correspondencia que fue enviada a través de la guía de mensajería No. GA87021229102 en la que si bien es cierto aparece registrada con la dirección del accionante “CL 26 # 6-30 OF 905 ED BANCO GANADERO MEDELLIN –ANTIOQUIA”, también lo es que aparece a mano el siguiente escrito: “Cl 20  #  6-30 of 905” y recibida por “Natalia Andrade teléfono 3333301 Pereira- Risaralda” el 8 de junio de 2018 (Fl. 24).  Al respecto, la Auxiliar de Magistrado se comunicó al teléfono antes referido con la señora Natalia Andrade, quien contestó de la oficina “TUFUTURO” donde labora la doctora  Paula Andrea Escobar Sánchez, apoderada judicial del accionante, quien confirmó haber recibido la respuesta del señor Luis Gonzalo Escobar Sánchez, objeto de la presente demanda de amparo, pero que no recuerda la fecha exacta de recepción de dicho documento  (Fl. 4 del cuaderno de segunda instancia).

5.5.4. Así las cosas, esta Colegiatura considera que al accionante se le brindó una respuesta a su solicitud de corrección laboral, quien deberá allegar a COLPENSIONES los documentos tendientes a sustentar su requerimiento.  En tal virtud, debe precisarse que el ejercicio del derecho de petición no significa que el mismo lleve implícito una resolución favorable a lo demandado, sino que se entiende vulnerada tal prerrogativa cuando el peticionario no recibe una contestación a sus inquietudes en el término contemplado por la ley, tal como lo refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 cuando señaló lo siguiente:
“El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)
5.5.5. Consecuente con lo anterior, esta instancia en sede de tutela no observa una actuación u omisión por parte de la entidad accionada y como  consecuencia de ello, no hay lugar a garantizar  el derecho fundamental invocado por la apoderada judicial del señor Jaramillo Ocampo, toda vez que antes de que el actor instaurara la presente demanda de tutela, el 13 de junio de 2018
, COLPENSIONES  ya había dado respuesta. Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. 

Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.

(...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. (Subrayas propias)
Por lo discurrido, esta Colegiatura concluye que el sub judice ni existió una actuación por parte de la entidad accionada de la cual se pueda predicar un comportamiento atentatorio a las garantías fundamentales del señor Luis Gonzalo Jaramillo, y por lo tanto, esta Sala revocará el fallo estudiado y en su lugar, no se negará el amparo invocado. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión No.3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.
FALLA

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 26 de junio de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con funciones de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por la apoderada judicial del señor Luis Gonzalo Jaramillo Ocampo  en contra de COLPENSIONES.
SEGUNDO: NEGAR el amparo invocado por el señor Luis Gonzalo Jaramillo.

TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

EDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ

Secretario

� Folio 19 A, según correo electrónico del 4 de junio de 2018


� Fecha en que fue recibida la acción de tutela en la Oficina de la Administración de la Rama Judicial el juzgado de 
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